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Estimado señor:

Asunto:
Consultas varias en torno a la confidencialidad que se le debe dar a los informes realizados por la Auditoría Interna, según lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley General de Control Interno

Se da respuesta a su oficio No.24195 de fecha 06 de julio del año en curso,  mediante el cual plantea a este Órgano Contralor una serie de consultas en torno a la confidencialidad que se le debe dar a los informes de Auditoría Interna, según lo dispuesto en el artículo 6 de la Ley General de Control Interno. 


Concretamente formula las siguientes interrogantes:

1. ¿A quienes se les debe permitir el acceso al informe de Auditoría, papeles de trabajo y documentos relacionados con la labor de auditoría, cuando se recomendó el inicio de un procedimiento administrativo de responsabilidad disciplinaria y económica o se esté tramitando dicho procedimiento? Es a la auditoría a quien le corresponde prestarlo o si se debe remitir a la parte ante el Órgano Director del procedimiento administrativo?

2. ¿Se le debe permitir tanto a las partes interesadas como a terceras personas con o sin autorización, el acceso al informe de auditoría, papeles de trabajo y documentos relacionados con la labor de auditoría, cuando se recomendó a la Administración activa enviar dicha documentación al Ministerio Público por existir sospecha de la comisión de un presunto delito o cuando la misma auditoría remitió el informe al Ministerio Público?

3. ¿Cuándo el informe de auditoría recomienda la apertura de un procedimiento administrativo, el cual va a ser iniciado o se está tramitando, es procedente entregar dicho informe y los papeles de trabajo a un diputado? Es procedente si quien realiza la petición es una Comisión Legislativa?

4. ¿Es procedente entregar a las Comisiones Legislativas los informes de auditoría y papeles de trabajo que contengan información que va a ser utilizada como prueba en un proceso judicial?

5. Mediante criterio GJ-1087-2002 la División de Asesoría y Gestión Jurídica de la Contraloría General señaló que procedería a elevar consulta ante el Ministerio Público con el objeto de conocer su criterio oficial sobre la limitación que alcanza a las Comisiones Legislativas de Investigación para conocer de las relaciones de hechos que le hayan sido trasladadas al Ministerio Público, ¿cuál fue la respuesta indicada por ese órgano judicial?

6. ¿Es procedente entregar a la Comisión Investigadora de la Caja informes de auditoría y papeles de trabajo que actualmente formen parte de un proceso administrativo de responsabilidad disciplinaria y económica, así como alguna denuncia ante el Ministerio Público?

7. ¿Procede o no por parte de la Auditoría  remitir a la Defensoría de los Habitantes informes que contienen relaciones de hechos y han originado o se están iniciando las gestiones para realizar procedimiento administrativo de responsabilidad disciplinaria y económica?

8. ¿Procede o no por parte de la Auditoría remitir a la Defensoría de los Habitantes aquellos informes que señalaron como recomendación la remisión de denuncia ante el Ministerio Público o que por su contenido forma parte de la prueba incorporada en el expediente de algún proceso judicial?


En atención a su gestión, procederemos a indicar lo siguiente:
1. Sobre los estudios de auditoría y la garantía de confidencialidad contenida en el artículo 6 de la Ley General de Control Interno

En primer término, debe tenerse presente que los estudios que realizan las auditorías internas se encuentran regulados en el artículo 35 de la Ley General de Control Interno el cual dispone:

“Artículo 35.- Materias sujetas a informes de auditoría interna

Los informes de auditoría interna versarán sobre diversos asuntos de su competencia, así como sobre asuntos de los que pueden derivarse posibles responsabilidades para funcionarios, ex funcionarios de la institución y terceros. Cuando de un estudio se deriven recomendaciones sobre asuntos de responsabilidad y otras materias, la auditoría interna deberá comunicarlas en informes independientes para cada materia.

Los hallazgos, las conclusiones y recomendaciones de los estudios realizados por la auditoría interna, deberán comunicarse oficialmente mediante informes al jerarca o a los titulares subordinados de la administración activa, con competencia y autoridad para ordenar la implantación de las respectivas recomendaciones.

La comunicación oficial de resultados de un informe de auditoría se regirá por las directrices emitidas por la Contraloría General de la República.” 


De conformidad con dicha norma, los resultados de los estudios que realizan las auditorías internas, en el ejercicio de sus facultades, principalmente pueden ser documentados en informes de control fiscalización, relaciones de hechos y denuncias ante el Ministerio Público. 


a.- Respecto de los informes de diversos asuntos de control interno:  


Estos informes acreditan los hallazgos más relevantes producto de estudios  esencialmente de auditorías financieras, operativas o de estudios especiales de auditoría;  el destinatario es la Administración Pública en ellos referenciada, con el objeto de que mejoren los sistemas de control interno, adopten medidas correctivas, o bien dejen de incurrir en conductas viciadas o contrarias a los intereses de la Hacienda Pública, todo lo cual debe ser de seguimiento oportuno por parte de esa Auditoría. 


Dada su propia naturaleza, una vez puestos en comunicación de la Administración Pública referida, son de libre acceso por parte de cualquier persona pública o privada que ostente y acredite un interés público para ello, sea o no sujeto pasivo de fiscalización, no existiendo ninguna restricción ulterior en cuanto a su acceso.


b.-  Respecto de las relaciones de hechos:  


Las relaciones de hechos constituyen documentos públicos de acceso limitado, en los cuales se narran actuaciones que pueden generar tanto responsabilidades en los órdenes civil, administrativo y penal, la nulidad de actos o contratos administrativos, o ambos supuestos.


En estos documentos se hace un juicio de probabilidad sobre el grado de participación de las personas involucradas en los hechos descritos, su culpabilidad en las actuaciones cometidas, la responsabilidad a la que pueden verse sometidos, el grado de irregularidad que presenta el acto o contrato viciado de nulidad, etc., todo lo cual será objeto de un procedimiento administrativo que se ordena iniciar a la administración que se trate o que se sustancia en la misma Contraloría General, o bien de una investigación penal cuando las relaciones de hechos se trasladan como denuncia al Ministerio Público.


Así lo dispone con toda claridad el artículo 6 de la Ley General de Control Interno, al señalar que: 

"Artículo 6.- Confidencialidad de los denunciantes y estudios que originan la apertura de procedimientos administrativos

La Contraloría General de la República, la administración y las auditorías internas, guardarán confidencialidad respecto de la identidad de los ciudadanos que presenten denuncias ante sus oficinas.

La información, documentación y otras evidencias de las investigaciones que efectúan las auditorías internas, la administración y la Contraloría General, cuyos resultados puedan originar la apertura  de un procedimiento administrativo, serán confidenciales durante la formulación del informe respectivo. Una vez notificado el informe correspondiente y hasta la resolución final del procedimiento administrativo, la información contenida en el expediente será calificada como información confidenciales, excepto para las partes involucradas, las cuales tendrán libre acceso a todos los documentos u las pruebas que obren en el expediente administrativo

Para todos los casos, la Asamblea Legislativa, en ejercicio de las facultades del inciso 23) del artículo 121 de la Constitución Política, podrá tener acceso a los informes, a la documentación y las pruebas que obren en poder de las auditorías internas, la administración o la Contraloría General de la República."

De conformidad con dicha norma, toda documentación, información y demás evidencia de las investigaciones que efectúan las auditorías internas cuyo resultado pueda originar un procedimiento administrativo, serán confidenciales durante la formulación del informe respectivo, y durante todo el tiempo que dure dicho procedimiento administrativo. Una vez iniciado el procedimiento, tendrán acceso a dicha información las partes involucradas o sus abogados debidamente acreditados; esto último se lleva a cabo en sede administrativa, no corresponde a la auditoría interna.


El fundamento de la restricción de acceso a las relaciones de hechos se ha sustentado reiteradamente en los derechos a la esfera de intimidad de las personas, la presunción de inocencia, y la buena marcha de las actuaciones de las autoridades que no debe ser entorpecida por la divulgación de los hechos que son objeto de un procedimiento.


En otras palabras, si bien por principio de naturaleza constitucional existe un libre acceso a los departamentos administrativos y a la documentación de relevancia pública que en ellos obre, nuestro legislador ha dispuesto, en resguardo de otros valores jurídicos de igual relevancia (honor, justicia, presunción de inocencia), un acceso restringido limitado a las partes involucradas y hasta la resolución final del procedimiento administrativo, respecto de  las relaciones de hechos que puedan generar su  apertura.


Sin embargo, debe indicarse que cuando el solicitante de la relación de hechos sea la Asamblea Legislativa, debe atenderse a lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 6 citado, mismo que contempla una concreta excepción al principio en referencia tratándose de las solicitudes que formule la Asamblea Legislativa de conformidad con el artículo 121 de la Constitución Política.


Ahora bien, a partir de la remisión que se hace al artículo 121, inciso 23), de la Constitución Política y al libre acceso de las Comisiones Legislativas de Investigación a las dependencias administrativas, se advierte que la excepción al principio de confidencialidad a que hace referencia el texto transcrito, únicamente contempla que sean estas Comisiones -y no los diputados individualmente considerados u otros órganos parlamentarios- quienes tengan acceso a las relaciones de hechos emitidas por las auditorías internas o por la Contraloría General, exceptuando aquellos que formasen parte de una denuncia trasladada al Ministerio Público.   


c.-  En cuanto a las denuncias que se trasladen al Ministerio Público:  


Se entiende por estas denuncias cualquier tipo de documento (oficio, denuncia simple, relación de hechos, etc.) que sea trasladado al Ministerio Público, cuando  se estima que en los sujetos pasivos de su fiscalización se han verificado conductas tipificadas penalmente, y que eventualmente podrían ser sancionables en dicha sede.   


Con relación a las limitaciones al derecho de libre acceso a los documentos públicos en el ámbito penal, ha señalado la Sala Constitucional que:

"El derecho a la información y al igual que la función de policía del Estado, tienen su límite en la vida privada de los ciudadanos, y los interrelacionados derechos fundamentales del honor y prestigio y de la imagen. De esta forma vemos que, por ejemplo, los expedientes judiciales penales sobre delitos son de acceso restringido combinando la tutela a la defensa con la protección de la reputación y el honor. Por ende, es menester que se plantee razonablemente un criterio de información de dependencias policiales y judiciales sobre asuntos en etapa de investigación... La Convención Americana sobre Derechos Humanos, pone como límite de la libertad de información, el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, la protección de la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas. Estima la Sala que en investigaciones preliminares en proceso, en que no se ha intimado ni indagado a los presuntos responsables, y en los que los tribunales no han decidido sobre el futuro de la investigación y del inculpado, la publicación de un informe policial en la prensa, atenta contra el principio de información veraz, de posibilidad de rectificación o respuesta, y contra la honra de indiciado. El derecho de información no es irrestricto, y en esas circunstancias no puede ser el Estado quien proporcione los datos de quien sea acusado, para que se publique con su nombre o con condiciones que aludan directamente a su identificación. Es contrario al derecho a la reputación y el honor presentar en un artículo a una persona como delincuente si no ha sido sentenciado como tal, ni como imputado a quien no lo es. También lo será cuando se informa de una investigación preliminar si se dan los nombres de los presuntos acusados, pues puede resultar como en el presente caso, que se desestime la causa." (Sala Constitucional, resolución N° 1026-94)


En tales circunstancias, una vez trasladada una denuncia al Ministerio Público, ésta queda cubierta por el “secreto del sumario” que impone restricciones a su acceso, por lo que únicamente pueden tener acceso a ella las personas que sean mencionadas o sus abogados debidamente acreditados.


En consecuencia, ni las Comisiones Legislativas de Investigación, ni los órganos parlamentarios ni los diputados individualmente considerados, pueden tener acceso a las denuncias que se trasladen al Ministerio Público.


Y es que las potestades de las Comisiones Legislativas de Investigación ceden ante otros derechos, también de rango constitucional, con el fin de no entorpecer la investigación que se realiza en sede penal, al igual que el respetar el derecho a la intimidad de las posibles personas involucradas.


Esta situación no se ha visto modificada con la reciente promulgación de la Ley General de Control Interno, pues el Código Procesal Penal y la Ley Orgánica del Poder Judicial son leyes especiales en la materia, de acuerdo con lo exteriorizado por la Sala Constitucional.


2. Sobre el acceso a los informes de auditoría, relaciones de hechos y

     denuncias  en sus distintas etapas


En lo que respecta a la accesibilidad pública de los informes, relaciones de hechos y denuncias durante su etapa de elaboración, hemos de indicar que en ellos existen datos, informaciones y documentos en proceso de revisión y análisis cuya libre divulgación podría provocar una lesión a derechos fundamentales de las personas mencionadas y un entorpecimiento de las investigaciones, por lo cual son totalmente confidenciales en esa etapa.  


En lo que se refiere a los informes de auditoría sobre diversos asuntos de control interno que no contienen responsabilidades, no pueden ser conocidos por persona alguna hasta que sean emitidos.


De la lectura del artículo 6° de la Ley General de Control se entiende que para el trámite de los informes de relaciones de hechos en sede administrativa, preparados por la Auditoría Interna; por lo general, se producen tres etapas; a saber: la primera, durante el proceso de estudio y elaboración del informe; la segunda, se genera a partir del acto de notificación del informe y su sustento ante la administración; y la tercera, en el trámite del procedimiento administrativo hasta la resolución final.  La primera etapa, consiste fundamentalmente en la labor de investigación con ocasión de la aplicación de las normas técnicas y legales que rigen la profesión, la cual culmina con la preparación del informe de relación de hechos y su respectiva comunicación al jerarca o titular con potestad disciplinaria.  Durante su desarrollo, tanto el auditor y el subauditor internos como el resto del personal de auditoría están obligados a guardar la confidencialidad absoluta acerca del contenido del informe, los denunciantes, los denunciados, la documentación, la información y las pruebas que lo sustenten.  Respecto al nombre del denunciante, se insiste que en todo momento es confidencial, aún después de haber concluido el procedimiento, por lo que no debe aparecer en el informe, expediente o en algún otro documento que se traslade a la Administración.  (al respecto véase el dictamen C-076 del 4 de marzo de 2004, emitido por la Procuraduría General de la República).


En cuanto a la segunda etapa, se identifica a partir del acto de notificación del informe y el expediente respectivo a la Autoridad Disciplinaria que corresponde, donde dependiendo de la recomendación de la Auditoría Interna, el jerarca o el titular notificado pueden llevar a cabo sus actuaciones.  Así, bajo el supuesto que se recomendara la apertura de un procedimiento administrativo contra los presuntos responsables, el jerarca o el titular competente deberán ordenar en los plazos legales respectivos, según los artículos 36 y 37 de la Ley General de Control Interno, lo necesario para el debido cumplimiento de tal recomendación, y únicamente se aceptaría la dilatación cuando exista conflicto entre ambas partes; en consecuencia, se debería efectuar el planteamiento ante esta Contraloría General, de conformidad con los artículos 37 y 38 de esa Ley para que en definitiva resuelva lo pertinente y se cumpla con carácter obligatorio, lo que este Órgano Contralor disponga.


La situación es diferente cuando la recomendación se dirige a la Administración, a efectos de “valorar la apertura de un procedimiento”, bajo este supuesto, si es posible, de previo a nombrar al Órgano Director y antes de que transcurran los plazos legales correspondientes
, realizar una investigación para sustanciar la incoación de un procedimiento.  En ambos casos, se parte de la premisa que en el acto de notificación; la Auditoría trasladó también el expediente respectivo y a partir de ese momento, el jerarca, los titulares u otros funcionarios involucrados tienen la responsabilidad de la custodia y manejo confidencial de dicha información y documentación.   


Es importante recordar, lo manifestado por la Sala Constitucional en la resolución No. 2462-2003 y por la Contraloría General en sus oficios Nos. GJ-1087-2002 y DAGJ-520-2004, en cuanto a que en las etapas de elaboración, análisis, investigación e inclusive posterior a la notificación del informe que al respecto resulte, toda información es de carácter confidencial absoluto, aún para quienes se califiquen como presuntos responsables de los hechos, ya que el derecho de acceso al expediente no se materializa hasta que el acto inicial de un procedimiento administrativo incoado en su contra, sea debidamente notificado a las partes por el Órgano Director.


Nótese, que el informe constituye un insumo para la Administración y por tal motivo será responsabilidad del jerarca y de los titulares con potestad disciplinara, el manejo que se efectué de la información; en ese sentido, desde 1998 esta Contraloría General ha dicho en la circular 10912, lo siguiente:

“ (...) 3. El informe que emita la Auditoría Interna, con recomendaciones para iniciar un procedimiento administrativo o para que se emprendan dichas acciones, sean judiciales o administrativas, ha de ser un insumo adecuado para la labor de la administración activa. En otras palabras, su contenido ha de tener en cuenta su finalidad: que sean los órganos competentes de la administración activa quienes, con observancia de los procedimientos administrativos aplicables en la respectiva entidad y asegurando los derechos al debido proceso, declaren las responsabilidades administrativas y civiles y ejecuten las medidas para hacerlas efectivas. Por ende, además de los contenidos que normalmente incluyen los informes de auditoría y que resulten aplicables al caso concreto, ha de contener los elementos necesarios para la identificación de los presuntos responsables contra los cuales enderezar las acciones que se recomiendan, y precisar los hechos anómalos o irregulares que servirán de base a la intimación de cargos.

(...)

8. Es el órgano director el responsable de la obtención de la verdad real de los hechos, fin primordial del procedimiento. Se trata de una función propia de la administración activa y por tanto, la Auditoría Interna no se encuentra habilitada para que alguno de sus funcionarios integre un órgano director, conforme la prohibición contenida en el artículo 65 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Lo anterior no impide la participación de la Auditoría Interna, a requerimiento del órgano director, con miras a aportar la información complementaria que sea necesaria o bien, para aclarar los aspectos que se estimen dudosos.

9. Cuando, con ocasión de una intervención de la Auditoría Interna, se acrediten hechos que puedan, eventualmente, constituir delito, se ha estimado pertinente sugerir que esos aspectos sean sometidos por la Auditoría Interna a conocimiento de los órganos competentes de acuerdo con un procedimiento preciso y claro establecido a lo interno de la organización para el tratamiento de estos casos.

10. Conviene recordar, finalmente, que en las situaciones relacionadas con hallazgos que determinen la posible responsabilidad civil, administrativa y, eventualmente, penal de los servidores de la Hacienda Pública, habrá de asegurarse la confidencialidad del caso en resguardo de los derechos de los posibles involucrados y de la buena marcha del procedimiento que se lleve a cabo. Al respecto, resulta de obligada referencia lo dispuesto por los numerales 272 y 273 de la Ley General de la Administración Pública”. 

De lo antes expuesto, resulta claro que después del acto de notificación del informe de relación de hechos, será de resorte del jerarca y demás funcionarios competentes el tomar las medidas necesarias para garantizar la confidencialidad y dar acceso al expediente a los servidores encargados de realizar una investigación para sustentar la apertura de un procedimiento disciplinario, bajo el supuesto de que la recomendación de la Auditoría Interna se refiera a “valorar la apertura”; igualmente, serán quienes deban suministrar toda la información a los miembros del Órgano Director a fin de verificar la verdad real de los hechos.


Obsérvese, que la incidencia después de la notificación, no afecta el deber de confidencialidad de la Auditoría Interna sobre la información y de las personas involucradas; por el contrario, cobra sentido desde de la perspectiva de la seguridad jurídica y de la buena marcha del posible procedimiento.  Por todo eso, al amparo de los artículos 6, 32 inciso e) y 34 inciso e) de la Ley General de Control Interno, si el expediente se encuentra en custodia de la Auditoría Interna, por cualquier motivo, éste solo deberá ser suministrado al jerarca o a los funcionarios competentes para el ejercicio del ius puniendi del Estado; más aún, la confidencialidad debe mantenerse en todo momento.


Sobre este aspecto, mediante oficio DAGJ-520-2004 del 15 de marzo del 2004, nuestra División de Asesoría y Gestión Jurídica indicó lo siguiente:

“Sobre el particular, conviene recordar que en las Relaciones de Hechos se hace un juicio de probabilidad sobre el grado de participación de las personas allí mencionadas en los hechos descritos, su eventual culpabilidad en las actuaciones cometidas, la responsabilidad a la que pueden verse sometidos, y el grado de irregularidad que presenta el acto o contrato viciado de nulidad, todo lo cual será objeto de un procedimiento administrativo que puede llegar a tramitar la Administración Pública que se trate o la propia Contraloría General, o bien de una investigación penal cuando se trasladan como denuncia al Ministerio Público.
(...) con motivo y a partir de la emisión de la resolución de la Sala Constitucional Nº 2469-2003 de las 10:16 horas del 21 de marzo de 2003, el momento que marca el acceso que las personas mencionadas en una Relación de Hechos tienen respecto de dicho documento, a diferencia de lo resuelto en la sentencia Nº 8488-2002, no coincide con el acto de traslado de la Relación de Hechos, sino con el inicio del procedimiento administrativo que llegue a incoarse contra aquellas. (...)
Bajo esta nueva lectura del artículo 6 de la Ley Nº 8292, la Sala Constitucional concluye que la restricción de acceso, o lo que es lo mismo la condición de confidencialidad oponible a las personas mencionadas en las Relaciones de Hechos, sus representantes o cualquier tercero, se mantiene invariable hasta la apertura del procedimiento, toda vez que en ese momento no se ha dado aún una verificación de la verdad real de los hechos u omisiones que con un grado de probabilidad puedan estar siendo endilgados a ciertas personas. Sobre el particular resultan especialmente ilustrativas las consideraciones incorporadas por la Sala Constitucional en la resolución Nº 2003-2469, las cuales traemos a colación en los siguientes términos: 

‘(...) Sin embargo, el ordenamiento jurídico ha previsto, con el propósito de proteger los derechos del servidor cuestionado y la objetividad en el desarrollo de las averiguaciones pertinentes, que en el procedimiento investigatorio existan diversos momentos procesales con diferentes niveles de acceso a los expedientes. En este sentido, los párrafos segundo y tercero del artículo 6 de la Ley General de Control Interno número 8292 del veintisiete de agosto del año anterior, establecen que “la información, documentación y otras evidencias de las investigaciones que efectúan las auditorías internas, la administración y la Contraloría General, cuyos resultados puedan originar la apertura de un procedimiento administrativo, serán confidenciales durante la formulación del informe respectivo. Una vez notificado el informe correspondiente y hasta la resolución final del procedimiento administrativo, la información contenida en el expediente será calificada como información confidencial, excepto para las partes involucradas, las cuales tendrán libre acceso a todos los documentos y las pruebas que obren en el expediente administrativo. Para todos los casos, la Asamblea Legislativa, en el ejercicio de las facultades contenidas en el inciso 23) del artículo 121 de la Constitución Política, podrá acceder a los informes, la documentación y las pruebas que obren en poder de las auditorías internas, la administración o la Contraloría General de la República”. Con base en esta norma, la Sala interpreta que existen, al menos, tres etapas en una investigación administrativa, cada una de las cuales se caracteriza por un grado distinto de acceso a la información. La primera se refiere al inicio de la denominada investigación preliminar, que puede comenzar con una denuncia, como en este caso, o con una actuación de oficio del Estado. Esta fase se relaciona con las primeras averiguaciones y pesquisas que realiza la Administración con el fin de determinar si en efecto hay mérito para iniciar un procedimiento administrativo formal. En este momento, la documentación recopilada y los dictámenes al efecto resultan confidenciales para cualquier persona en la medida que, por un lado, se deben garantizar los resultados de la investigación y, por otro lado, no existe certeza aún sobre la procedencia o no de lo denunciado (...) '.
De esta forma según lo resuelto en forma vinculante erga omnes  por la Sala Constitucional en la resolución Nº 2003-2469, la restricción de acceso para las partes, y por extensión a sus representantes debidamente acreditados, cesa en el momento en el que la Relación de Hechos es comunicada a aquellas mediante la notificación del acto inicial del procedimiento administrativo, acompañado de la intimación de cargos correspondiente, así como de la documentación que sirva de antecedente al caso, incluida la información y las pruebas o evidencias en las que dicha Relación de Hechos se encuentre sustentada. Al respecto, el Tribunal Constitucional en la resolución de cita indicó además lo siguiente: 

‘(...) La segunda fase comprende el momento desde que empieza un procedimiento administrativo, normalmente a partir de una investigación preliminar, hasta que se comunica la resolución final del mismo. En esta etapa, resulta obvio que las pruebas e informes relativos a lo indagado tienen que estar a disposición de las partes involucradas, a fin de que las autoridades públicas investiguen lo concerniente y los cuestionados ejerzan efectivamente su derecho de defensa’.

Por lo anterior, la finalización de la restricción de acceso se encuentra determinada por el inicio del procedimiento administrativo y no antes, de tal suerte que el simple acto de traslado de la Relación de Hechos a la Administración o a lo interno de la Contraloría General, no tiene la virtud de poner fin a la confidencialidad de la misma ni de la información y otras evidencias en que se apoye, toda vez que es hasta que el acto inicial del procedimiento administrativo sea debidamente notificado a las partes por parte del Órgano Director que éstas adquieren el derecho a conocer, consultar, revisar y analizar toda la documentación relacionada con el caso.”


En cuanto a las relaciones de hechos y denuncias ante el Ministerio Público, durante su fase de elaboración y análisis el párrafo segundo del artículo 6 de la Ley General de Control Interno extiende la confidencialidad y la restricción de acceso aún a las personas involucradas en las mismas, incluyendo denunciante y denunciado.

3. Sobre el acceso a las relaciones de hechos y denuncias que constan en el 

     Ministerio Público, cuando lo solicita la Asamblea Legislativa


Con el fin de proteger la investigación preliminar y el derecho a la intimidad de las posibles personas involucradas, el artículo 295 del Código Procesal Penal establece la confidencialidad de las investigaciones  que se están realizando en sede administrativa y judicial. En lo que interesa dispone dicha norma:

“Artículo 295.- Privacidad de las actuaciones

El procedimiento preparatorio no será público para terceros. Las actuaciones sólo podrán ser examinadas por las partes, directamente o por medio de sus representantes.

(...)

Las partes, los funcionarios que participen de la investigación y las demás personas que, por cualquier motivo, tengan conocimiento de las actuaciones cumplidas, tendrán la obligación de guardar secreto. El incumplimiento de esta obligación será considerado falta grave.”


Tal norma abarca tanto la información recabada por el Ministerio Público como aquella que conste en las instituciones públicas y en documentos privados relacionados con el caso, tal cual lo ha manifestado la Sala Constitucional:

“Las normas transcritas (se refiere al art. 5 y 29 de la Ley No. 7442 y al art.295 de la Ley No. 7594) regulan el accionar y el manejo de la información que logren recabar los fiscales del Ministerio Público a lo largo de las investigaciones que llevan a cabo. La información obtenida se refiere no sólo a aquellos documentos que consten en las distintas instituciones públicas, dentro de las cuales se incluye a la Contraloría General de la República, sino también aquellos de carácter privado.” (Voto No. 4555-99 de las 16:15 horas del 15 de junio de 1999) 


En este sentido, la Sala Constitucional ha analizado las facultades que tienen los diputados para acceder a la información que se encuentra en el Ministerio Público y en los distintos departamentos administrativos, concluyendo que, en el caso de las Comisiones de Investigación de la Asamblea Legislativa, cuando existe una investigación en curso llevada a cabo por el Poder Judicial, las potestades de investigación de dicha comisión deben ceder ante otros derechos de rango constitucional con el fin de no entorpecer la investigación que se realiza en sede penal.


Al respecto ha manifestado:

“Si bien es cierto el artículo 121 inciso 23) de la Constitución Política no establece límites expresos a dicha potestad, el principio de razonabilidad y proporcionalidad constitucional impide la existencia de poderes limitados, y el poder de investigación de la Asamblea no es la excepción. Por ello, cuando exista una investigación en curso llevada a cabo por el Poder Judicial las potestades de las Comisiones de Investigación en algunas ocasiones deben ceder ante otros derechos, también de rango constitucional, con el fin de no entorpecer dicha investigación y también, respetar el derecho a la intimidad de las posibles personas involucradas.” (Voto No. 4555-99)


En consecuencia, ni las Comisiones Legislativas de Investigación, ni los órganos parlamentarios ni los diputados individualmente considerados, pueden tener acceso a los documentos que están en poder del Ministerio Público, y el carácter de confidencial de dicha información permanecerá así hasta tanto la autoridad competente dicte el acto final del caso.


4. Atención de las preguntas objeto de consulta

De conformidad con todo lo expuesto, procedemos de seguido a evacuar sus consultas en el mismo orden en que fueron formuladas.

1. ¿A quienes se les debe permitir el acceso al informe de Auditoría, papeles de trabajo y documentos relacionados con la labor de auditoría, cuando se recomendó el inicio de un procedimiento administrativo de responsabilidad disciplinaria y económica o se esté tramitando dicho procedimiento? Es a la auditoría a quien le corresponde prestarlo o si se debe remitir a la parte ante el Órgano Director del procedimiento administrativo?


Como quedó expuesto en el análisis realizado, cuando de un estudio de auditoría se deriven presuntas responsabilidades de los servidores públicos, la Auditoría Interna se encuentra compelida a guardar en todo momento la confidencialidad de la información y de los presuntos responsables. Así, en las etapas de elaboración, análisis, investigación e inclusive posterior a la notificación del informe que al respecto resulte, toda información es de carácter confidencial absoluto, aún para quienes se califiquen como presuntos responsables de los hechos. Para ellos el derecho de acceso al expediente (y por ende a la relación de hechos y demás documentos que la sustentan) sólo procede hasta que el acto inicial de un procedimiento administrativo incoado en su contra haya sido notificado a las partes por el Órgano Director. 


En este sentido, si el expediente se encuentra en poder de la Auditoría Interna, éste sólo debe ser suministrado al jerarca o a los funcionarios competentes para el ejercicio del ius puniendi del Estado. Una vez iniciado el procedimiento administrativo, es el Órgano Director quien debe tener el expediente en su poder y por consiguiente, quien  deberá custodiarlo en la forma debida, dándole acceso, como se indicó, únicamente a las partes involucradas o a sus abogados debidamente autorizados.

2. ¿Se le debe permitir tanto a las partes interesadas como a terceras personas con o sin autorización, el acceso al informe de auditoría, papeles de trabajo y documentos relacionados con la labor de auditoría, cuando se recomendó a la Administración activa enviar dicha documentación al Ministerio Público por existir sospecha de la comisión de un presunto delito o cuando la misma auditoría remitió el informe al Ministerio Público?


Como se indicó, la Auditoría Interna tiene el deber jurídico de guardar durante y después de la formulación de la relación de hechos, la confidencialidad de la información atinente a los supuestos hechos punibles o irregulares, incluyendo el informe resultante. Concretamente en cuanto a las relaciones de hechos y denuncias ante el Ministerio Público, es claro que esa confidencialidad debe mantenerse en todo momento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 295 del Código Procesal Penal. 

3. ¿Cuándo el informe de auditoría recomienda la apertura de un procedimiento administrativo, el cual va a ser iniciado o se está tramitando, es procedente entregar dicho informe y los papeles de trabajo a un diputado? Es procedente si quien realiza la petición es una Comisión Legislativa?


De conformidad con el artículo 6 de la Ley General de Control Interno, la confidencialidad y la restricción de acceso relacionada con la relación de hechos o denuncias se extiende a todas las personas, incluso a las personas involucradas en las mismas, incluyendo denunciante y denunciado (excepción que se hace cuando se ya se ha iniciado el procedimiento). Por lo tanto, éstos documentos no pueden ser entregados a terceros, incluyendo diputados que así lo soliciten.


Si bien el mismo artículo establece que la Asamblea Legislativa de conformidad con las facultades contenidas en el artículo 121 inciso 23) de la Constitución Política, pueden acceder a los informes, documentación y pruebas, dicha norma constitucional únicamente contempla que quienes gozan de ese acceso privilegiado de la información son las Comisiones Legislativas de Investigación de la Asamblea Legislativa debidamente acreditados, y no los diputados individualmente considerados u otros órganos parlamentarios.

4. ¿Es procedente entregar a las Comisiones Legislativas los informes de auditoría y papeles de trabajo que contengan información que va a ser utilizada como prueba en un proceso judicial?


Como se indicó, la Sala Constitucional ha analizado las facultades que tienen los diputados para acceder a la información que se encuentra en el Ministerio Público y en los distintos departamentos administrativos, concluyendo que, en el caso de las Comisiones de Investigación de la Asamblea Legislativa, cuando existe una investigación en curso llevada a cabo por el Poder Judicial, las potestades de investigación de dicha comisión deben ceder ante otros derechos de rango constitucional con el fin de no entorpecer la investigación que se realiza en sede penal.


En consecuencia, ni las Comisiones Legislativas de Investigación, ni los órganos parlamentarios ni los diputados individualmente considerados, pueden tener acceso a los documentos que están en poder del Ministerio Público, y el carácter de confidencial de dicha información permanecerá así hasta tanto la autoridad competente dicte el acto final del caso.

5. Mediante criterio GJ-1087-2002 la División de Asesoría y Gestión Jurídica de la Contraloría General señaló que procedería a elevar consulta ante el Ministerio Público con el objeto de conocer su criterio oficial sobre la limitación que alcanza a las Comisiones Legislativas de Investigación para conocer de las relaciones de hechos que le hayan sido trasladadas al Ministerio Público, ¿cuál fue la respuesta indicada por ese órgano judicial?


Mediante oficio No. 275-FADECT-02-WM de fecha 03 de diciembre del 2002, el licenciado Warner Molina Ruiz, Fiscal Adjunto a.i. de Delitos Económicos, Corrupción y Tributarios del Ministerio Público contestó la referida consulta en los siguientes términos:

“En primer lugar, debemos señalar que esas denuncias y relaciones de hechos trasladadas a la Fiscalía, constituyen efectivamente una ‘notitia criminis’ y como tal deben analizarse por parte de los Fiscales  para determinar (artículo 297 del Código Procesal Penal): si se amerita la apertura de una investigación o por el contrario, si debe solicitarse la desestimación, el sobreseimiento, la incompetencia por razón de la materia o el territorio, la aplicación de un criterio de oportunidad, la aplicación del procedimiento abreviado, la conciliación o cualquier otra medida tendiente a fiscalizar el proceso.

Si se determina la apertura de la investigación, resulta inconveniente para el éxito de las diligencias, que la información de las denuncias y de las relaciones de hechos se haga del conocimiento de terceros. Precisamente, para prevenir tales inconvenientes, el Código Procesal Penal estableció la privacidad de las actuaciones en materia penal (artículo 295), señalando expresamente que: El procedimiento preparatorio no será público para terceros. Las actuaciones sólo podrán ser examinadas por las partes, directamente o por medio de sus representantes’. Más adelante, el mismo numeral establece: ‘Las partes, los funcionarios que participen de la investigación y las demás personas que, por cualquier motivo, tengan conocimiento de las actuaciones cumplidas, tendrán la obligación de guardar’.

Otra razón por la cual se impone el deber de reserva y confidencialidad, es la protección de los derechos fundamentales de los denunciados, lo cual tiene su origen en la presunción de inocencia. Esa presunción o estado de inocencia de los “presuntos responsables’ solo cesa cuando recae una sentencia condenatoria. Hasta tanto no exista esa declaratoria de culpabilidad, dictada por un tribunal penal, las personas objeto de esas denuncias o relaciones de hechos deben ser tenidas, para todos los efectos, como personas inocentes.

En consecuencia, es nuestro criterio que las denuncias y relaciones de hechos que la Contraloría General traslada al Ministerio Público, no debieran, bajo ninguna circunstancia, ser de acceso  público de terceros. La misma Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en su resolución No. 4555-99 de las 16:15 horas del 15 de junio de 1999, negó incluso a las Comisiones Legislativas el acceso a esas relaciones de hechos, una vez que éstas han pasado a formar parte de una investigación penal.”

6. ¿Es procedente entregar a la Comisión Investigadora de la Caja informes de auditoría y papeles de trabajo que actualmente formen parte de un proceso administrativo de responsabilidad disciplinaria y económica, así como alguna denuncia ante el Ministerio Público?


No es posible, ya que como quedó claramente expuesto, dicha información es totalmente confidencial.

7. ¿Procede o no por parte de la Auditoría  remitir a la Defensoría de los Habitantes informes que contienen relaciones de hechos y han originado o se están iniciando las gestiones para realizar procedimiento administrativo de responsabilidad disciplinaria y económica?


Por las mismas razones ya indicadas, no es procedente. Dicha información es confidencial para terceros y así debe ser manejada por la Auditoría Interna.

8. ¿Procede o no por parte de la Auditoría remitir a la Defensoría de los Habitantes aquellos informes que señalaron como recomendación la remisión de denuncia ante el Ministerio Público o que por su contenido forma parte de la prueba incorporada en el expediente de algún proceso judicial?


De conformidad con lo expuesto, y en aplicación del principio de confidencialidad, es claro que no es procedente remitir copia a ningún tercero, entre ellos a la Defensoría de los Habitantes, ningún informe que contenga relaciones de hechos o denuncias que se trasladen al Ministerio Público.

Atentamente,

Licda. Celina Mejía Chavarría

Fiscalizadora  

CMC/ech

ci  Sres. Junta Directiva, Caja Costarricense de Seguro Social

      Dr. Alberto Sáenz Pacheco, Presidente Ejecutivo CCSS

      Lic. Manuel Martínez Sequeira, Gerente, DAGJ

      Sr. Javier Masís Figueroa, Gerente, Área de Servicios de Salud, DFOE

      Archivo Central (2)

      Copiador 
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Artículo 6 LGCI

� Véase los artículos 36 y 37 de la Ley General del Control Interno que se refieren a los  plazos que tiene la Administración para ordenar la implantación de las recomendaciones del informe de auditoría.
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